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SEÑOR PRESIDENTE (Cusano).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Industria, Energía y Minería tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Federación 
de Trabajadores de la Industria Láctea, integrada por los señores Jorge González, Mario Hernández, Jorge 
Nión, Carlos Cabrera, Luis Goichea, Hebert Figuerola, Mario Rodríguez y Adrián Da Silva. Nos hicieron 
llegar una nota con algunas inquietudes. Voy a obviar su lectura por lo que les pido que expliquen su 
contenido. 


SEÑOR GOICHEA.- En primer lugar, quiero expresar el reconocimiento de nuestra Federación por la 
posibilidad de transmitir a esta Comisión las opiniones, preocupaciones y planteos que entendemos 
pertinentes a fin de que lleguen a todo el espectro político de nuestro país. 


Esta reunión solicitada, luego de haber mantenido otra instancia el año pasado, tiene que ver con una serie de 
situaciones que se han venido dando en el sector lácteo, más allá de que también vamos a transmitir algunas 
cuestiones vinculadas a la ley de lechería aprobada por ambas Cámaras y que está en el Poder Ejecutivo para 
ser instrumentada en los próximos días. 


En el caso de la ley, hubiéramos querido tener mayor participación -aunque no pudimos lograrlo- a efectos de 
hacer conocer algunos de nuestros planteos. Cuando se discutió el tema en el Parlamento ya había algunas 
situaciones nuevas planteadas en nuestro país que, a nuestro entender, no estaban incorporadas en el proyecto 
de ley que se estaba analizando. 


Voy a hacer referencia a cómo los trabajadores vemos el sector lácteo nacional. Se trata de un sector que, a 
pesar de que en el año 2007 no pudo mantener el crecimiento de la producción -la sequía afectó este rubro- 
que se venía dando desde la década del setenta, en este año 2008, más allá de la situación climatológica que 
puede afectar, pensamos que las condiciones de nuestro país van a seguir permitiendo el desarrollo y el 
crecimiento de la lechería. Es una visión que, creo, tienen el Gobierno, los partidos políticos, el sector 
empresarial y los grupos económicos dado que en los últimos tiempos ha habido anuncios de inversiones que 
se estarían concretando en los próximos años. 


A nivel internacional, debido a la mejora en los precios, la perspectiva del sector lácteo es tratar de colocar 
los productos en el exterior. Hay una serie de condiciones a nivel de nuestra propia realidad, pero también en 
el mercado internacional, que permiten visualizar que la lechería va a seguir desarrollándose y creciendo, 
más aún con los precios internacionales, lo que ha significado una mejora sustancial en el sector. Eso no 
implica que estemos de acuerdo con el modelo que se va construyendo. Seguimos sosteniendo que la lechería 
jugó un rol importante en nuestro país en el desarrollo y en el crecimiento de la industria, pero también 
apreciamos lo que ha constituido para los ciudadanos el hecho de acceder a un producto vital en la 
alimentación básica de cualquier sociedad. Por tanto, seguimos apostando a que es un valor que hay que 
preservar, o sea, tratar de mantener los índices de consumo históricos y en crecimiento que ha tenido nuestro 
país hasta convertirse en uno de los índices mayores del mundo. 


Por eso, más allá de las situaciones externas, nos parece que debe haber una protección especial para el 
mercado interno que fue el motor generador del desarrollo de la lechería. Hasta principios de la década del 
setenta, la lechería no tenía la capacidad de lograr la producción para abastecer a nuestro país durante todo el 
año. Pero, de esa década en adelante, pudo lograrlo y, al mismo tiempo, generar volúmenes importantes de 
exportación, que fueron creciendo. En función de eso es que nosotros creemos que hay que buscar 
mecanismos para incorporar a la ley -pero, como dijimos, se hizo en el marco de una situación determinada-, 
que permitan proteger esto. 


Por otro lado, tenemos el rol de los grupos económicos y el ingreso de capitales. Nosotros siempre hemos 
sostenido que en todas las áreas tienen que incorporar capitales para desarrollar lo que el país no puede 
desarrollar por sí mismo, pero no a captar lo que ha desarrollado el país. Pensamos que en la lechería todavía 
hay áreas o sectores que, con políticas de Estado, con políticas relativas a capitales nacionales y a externos - 
en la medida en que no hubiera nacionales-, se podrían mejorar o desarrollar, pero con un compromiso en ese 
sentido. Sin embargo, estamos viendo, especialmente los grupos económicos, que han venido a instalarse 
sobre lo que ya está desarrollado -como hasta ahora, porque venían a adquirir o a negociar con plantas ya 
instaladas-, pero los anuncios son que inclusive vienen a instalarse para competir con la industria ya instalada 
en nuestro país. Para nosotros, esto trae una situación distinta, nueva, compleja, porque esa puja por la 
materia prima, además de llevar a valorizar -aparentemente en forma muy importante- a los productores en 
primera instancia, logra desequilibrios internos que pueden afectar a la industria establecida y también se 
hace con la intención de trasladar esa materia prima con el menor valor agregado hacia el exterior. No 
estamos inventando nada; estos son los anuncios que se han hecho: instalarse en el país para captar leche de 
buena calidad, muy barata o con bajos costos de producción, y después llevarlas en algunos casos a los países 
de origen o a los mercados que ya tienen estos grupos económicos. Esto se haría compitiendo con industrias 
que están instaladas en nuestro país desde hace mucho tiempo, algunos capitales nacionales cooperativos y 


otros capitales económicos internacionales pero que ya tenían una base de asentamiento importante y que de 
alguna forma contribuyeron con el desarrollo actual de la lechería. 


Por eso, pensamos que debe haber protección hacia el mercado interno, para mantener los niveles de 
consumo en nuestro país de este producto -especialmente de la leche fluida y de algunos otros subproductos-, 
pero también para fomentar que aquellos grupos económicos que vengan desarrollen la actividad primaria. 
Aunque la ley señala o menciona esto último, no está muy claro cuáles son los mecanismos. Nosotros 
creemos que tiene que haber una exigencia, también en el sentido de que aquellos que no participen en el 
mercado interno deben hacer una transferencia para mantener la actividad en el mercado interno. O sea: que 
las empresas que hoy ya tienen un desarrollo en el mercado interno no pierdan capacidad frente a las que se 
instalen y que tampoco vean como negocio -al igual que las otras- llevar su producción y poder competir. 


Esta es la situación que se nos presenta. Por eso, hemos sostenido públicamente que, más allá de situaciones 
conflictivas que hemos vivido los distintos sectores o sindicatos de la industria -podemos hablar de los 
sindicatos de la recolección, de la distribución y de otros propios de la industria- que, puntualmente, podrían 
afectar el consumo, en particular de la leche fluida, que es la más sensible por tener menos días de duración y 
que es lo que más se consume en nuestro país -se calcula que más de 700.000 litros diarios en promedio-, nos 
preocupa que pueda haber un retroceso en este sentido. 


Acá estamos señalando situaciones que se están dando en los últimos tiempos como, por ejemplo, la medida 
que se adoptó de separar el precio de la leche ultra y de la común. Esa separación se ha hecho cada vez más 
importante, llegando a alrededor de $ 4 de diferencia por litro de leche. Cuando el costo era el mismo, los 
consumidores optaban por una u otra leche, y esto llevó a que muchos volvieran a intentar captar nuevamente 
la leche fluida. Pero algunas empresas ya no tenían capacidad de producir leche común como, por ejemplo, 
Ecolat-Parmalat, porque ya no contaban con máquinas o equipos y, por lo tanto, solo se quedaron con la 
leche ultra. Para que se vea, también hubo una actitud de este grupo de decir que una serie de áreas ya no 
eran rentables económicamente, y fue reduciendo su participación en determinados productos en el mercado 
interno. Inclusive, en la leche ultra, a pesar de separar el precio, pasaron de elaborar un promedio de 150.000 
litros hasta antes de esta medida a elaborar hoy 75.000 litros por día. O sea que hay una sensación de un 
cambio de estrategia comercial. 


Lo mismo ocurrió con el resto de las industrias. CONAPROLE, la empresa más importante del sector, en 
forma pausada fue separando también el precio de la leche ultra con el de la fresca; antes tenía el mismo 
precio. Esperó unos días después de la resolución de esta empresa, pero optó por el mismo camino y llegó 
también a la misma diferencia actual. Esta empresa tiene las dos producciones y empezó a tener un 
crecimiento de la leche fresca; ahí tomó una decisión económica notoria y la hizo pública: no producir más 
de lo que venía produciendo. Para que tengan claro: en CONAPROLE se producían un promedio 500.000 
litros de leche fresca cuando solo era fresca y cuando había varias plantas. Había plantas elaboradoras en 
Paysandú, en Florida, en Canelones, en Montevideo, en Rivera y en San Carlos. Después fueron cerrando las 
del interior y se concentraron en Montevideo, y se quedaron solo las de Rivera, San Carlos y Montevideo. Se 
producían 400.000 litros en Montevideo, 60.000 litros promedio en San Carlos y unos 30.000 litros en 
Rivera. Más o menos, esos son los números, dependiendo de período de tiempo porque tienen distintos 
pedidos; mientras en Rivera baja en verano, en San Carlos aumenta en esta época por la zona de influencia. 
Cuando aparece la leche ultra empieza a haber un corrimiento. La única planta que elabora leche ultra es la 
de Montevideo. De los 400.000 litros se llegó al pico máximo de cerca de 300.000 litros de leche ultra contra 
poco más de 100.000 de leche fresca, por esa igualdad de precios y por el hecho de que económicamente le 
era más rentable a los distribuidores colocar esa leche que tenía menos riesgo a la hora de las devoluciones y 
las pérdidas. Además, se debía llegar a todos los negocios; pensemos que hay distribuidores de zonas muy 
amplias que iban una o dos veces por semana cuando llevaban la leche ultra. 


Cuando empezó el proceso a la inversa, en pocos días se llegó a casi la mitad: 200.000 litros de leche fresca y 
200.000 litros de leche ultra sólo en Montevideo, y en el interior empezó a caer la venta de leche ultra y a 
aumentar la producción de esta planta. Hubo un "parate", una decisión económica de decir "hasta acá es la 
producción que hacemos" y esas cifras se han estabilizado en alrededor de 160.000 o 170.000 litros de leche 
fresca y 200.000 a 250.000 litros de leche ultra. Esta es la producción diaria, cualquiera sea la demanda. Por 
eso falta leche fresca, más allá de que se diga que se atiende al mercado. 


El resto de las empresas, que son alrededor de ocho, entre ellas CALCAR, CLALDY, LACTOSAN, Granja 
Pocha, INLASA -que se mantiene con producción; no existe más en Salto pero sí producen otras-, producían 
alrededor de 150.000 litros de leche diarios. Algunas se mantuvieron más o menos, pero fueron 
concentrándose en su zona de influencia donde siempre tuvieron la distribución de sus productos -empezaron 
a desaparecer, ya no llegan a otros lugares como hacían antes- y bajaron de unos 150.000 litros a 120.000 
litros de leche diarios. Es decir que también redujeron su producción. 


Por lo tanto, hoy en el país se produce menos leche fresca y ultra y los volúmenes finales son menores; cerca 
de 700.000 litros se consumían por día y se elaboraban 800.000. Se trabajaba seis días a la semana y se 
repartía siete días. Hoy calculamos que el consumo diario andará en alrededor de 600.000 litros. Además, al 
separarse los precios, a la leche fresca se la ha contenido y no se le ha permitido desarrollar. Por otra parte, no 
todas las empresas tienen leche fresca. 


También esta es una preocupación que queremos plantear ya que esto genera nuevamente el consumo de 
leche cruda en el interior, amparados por los precios que han aumentado. A partir del 1* de enero el precio de 
la leche fresca aumento $ 0,50 y se habla de que ahora tendrá un ajuste o una devolución de impuestos. 


Nosotros, como Federación de Trabajadores de la Industria Láctea, entendemos que hay que proteger el 
mercado interno, a los consumidores uruguayos, a quien de alguna forma fue el generador del desarrollo de la 
industria en nuestro país. Para eso pensamos que hay que aplicar medidas distintas a las que se tomaban 
cuando las propias industrias reclamaban que la exportación no les era rentable o razonable. Históricamente, 
los precios de leche en polvo eran en promedio de US$ 1.800 a US$ 2.200; llegó a US$ 2.200 cuando se pagó 
mejor. Cuando se fraccionaba y se llegó a Brasil colocando en forma directa alguna de las empresas, la 
tonelada alcanzó los US$ 2.500, como un precio excepcional. Históricamente, los quesos se comercializaban 
entre US$ 3,80 y US$ 4,20 el kilo y ahora están en US$ 6, US$ 6,20, US$ 6,50 el kilo a nivel del mercado 
exterior. Entonces, uno puede hacer números y ver lo que ha aumentado la tonelada. Si antes había 
devoluciones de impuestos y exoneración tributaria para que la industria nacional pudiera competir con el 
mercado exterior -eso lo reclamaba la empresa y los Gobiernos accedían-, pensemos cuánto puede significar 
eso -que podría llegar a un 20% o a un 30%; imaginemos la cifra máxima que puede alcanzar que no será 
mucho mayor- cuando se trata de productos que tienen muy poco valor agregado, que tienen casi toda 
materia prima nuestra -la leche es lo principal- y mano de obra que también es de acá. Cuando hay 
devolución de impuestos es por lo que se incorpora o se trae de otros países para hacer los productos; podría 
ser el caso de la leche larga vida. Pensemos que por más que hubiera una exoneración, lo máximo sería el 
20% o del 30% del valor al que en ese momento se comercializaba. Si uno tienen en cuenta que en el último 
año se ha hablado de que los precios de la leche en polvo son de un promedio entre US$ 4.000 y US$ 4.500, 
aparentemente en forma estable -algunos calculan que el promedio de los negocios que se cerraron en el año 
fue de alrededor de US$ 4.200- y si los quesos andan en un promedio de US$ 6 el kilo, ve la diferencia con 
los precios anteriores. Si hoy, de acuerdo con datos de 2006 y 2007, el 60% de lo que produce nuestro país se 
exporta y el mercado interno consume el 40%, tenemos que anualmente se producen entre 1.200 y 1.300 
litros de leche para la industria. En 2006, el año de mayor producción, llegaron 1.350 litros de leche a la 
industria; hay una producción extra que corresponde al consumo propio de cada uno de los establecimientos 
y también está lo informal. En 2007 estos valores alcanzaron algo más de 1.200 litros. Si el 60% de este valor 
se exporta, la simple aplicación de un impuesto que se cobre al litro de leche para exportación permitiría una 
salida. Si hoy se está reclamando por parte de la empresa un subsidio de alrededor de $ 2 por litro de leche 
fresca para equiparar lo que se pierde con otros procesos, pensamos que con US$ 300 o US$ 350 que se 
cobre la tonelada de queso o de polvo -por decirlo de alguna forma- se podría subsidiar a las empresas que 
mantienen el mercado interno, con una devolución calificada, aquellas empresas que producen la leche fluida 
para el mercado interno. Pensamos que otros productos no pueden ser incluidos porque la leche fluida es el 
14% del total de la leche que llega a la industria. En definitiva, estamos hablando de que por cada litro de 
leche que llega para leche fresca -y aquí consideramos también a la leche ultra como parte de la leche fresca, 
más allá de que habrá que separar los tipos de subsidio- se exporta un 60%. Además, esto va a crecer porque 
la intención de que lo que crezca se coloque en la exportación no permite generar una situación económica 
compleja en la industria. Lo reiteramos: si antes con los precios que exportaban de alguna forma podían 
mantener sus estructuras, hoy, con este impuesto, estarían por encima de los precios que se obtenían en aquel 
momento 


Entonces, nos parece que tendría que haber políticas al respecto; tendría que haber un control porque hoy la 
leche cuota que está asignada a los productores, para la industria -reiteramos que diez empresas de nuestro 


país son las que tienen asignadas las cuotas- no se está cumpliendo a la hora de volcarla en el consumo, como 
lo establece la ley correspondiente. 


Pensamos que también tienen que haber controles por parte de los Gobiernos nacional y departamental en 
este sentido; controles sobre lo que reciben las industrias, sobre lo que corresponde a la leche cuota porque 
pagan al productor un valor distinto y sobre lo que se vuelca realmente al consumo de esa leche. Pensamos 
que hay una presión muy importante hacia marzo, que es cuando corresponde el ajuste y se exige al Gobierno 
el subsidio o la liberación del precio. Si se libera el precio, sabemos que se remontará a valores muy 
importantes. Algunos hablan de que el litro de leche no bajaría de $ 20, como en algunos casos se 
comercializó cuando había faltante. 


Ante la falta de leche, hubo comercios que pedían $ 20 o más y gente en la vía pública que ofrecía la leche a 
ese precio. Tal era la falta y la psicosis que había que, por temor a no conseguir leche, se pagaba un precio 
mucho mayor. Claro que estoy hablando de la leche ultra, que no está tarifada; la otra sí está regulada y no 
puede comercializarse a otro precio que el que está determinado. 


Nuestra preocupación tiene que ver con esto. Por eso pensamos que debería haber acciones por parte del 
Gobierno y de los sectores políticos en torno a esta situación, para la defensa de nuestros consumidores de un 
producto tan vital como es la leche y del desarrollo de nuestro país en esta actividad. No queremos correr la 
suerte de otros lugares, en los que ingresan capitales a los que solo les interesa trasladar la materia prima con 
el menor valor agregado, lo cual afecta a todo el complejo agroindustrial lechero. Y una vez que tienen el 
control, también son fijadores de precio a la hora de pago al productor. 


Creo que todos sabemos que hoy el productor recibe precios inéditos, que hace meses atrás no hubiera 
esperado, si bien no le ha favorecido la situación climática. De todos modos, las condiciones de producción 
han sido buenas, más allá de que posiblemente la sequía haya llevado al consumo de las reservas forrajeras 
antes de tiempo. Habrá que esperar para ver si en invierno se cambia la alimentación del ganado o si se lo 
mantiene solamente a través del campo. 


En cuanto a la ley, a través del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca hemos logrado que se coordine 
una reunión para los próximos días en la que participarían integrantes de los Ministerios de Economía y 
Finanzas, de Salud Pública -porque también nos preocupan el tema del consumo de leche a nivel de todo el 
país y estos procesos de informalidad que se están dando nuevamente ante el crecimiento de la 
comercialización de la leche cruda- y de Industria, Energía y Minería. El responsable del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca en el área de la lechería, el ingeniero Marrero, está coordinando una instancia 
con la federación láctea para que, previamente a la instrumentación del decreto reglamentario de la ley de 
lechería, se conozcan nuestras opiniones. 


Una vez más señalamos que en esta ley no se nos da el mismo lugar a los trabajadores que al resto de los 
sectores. Mientras los productores y los industriales integran el Ejecutivo nacional del organismo que se crea 
con el rol de contralor de la leche, los trabajadores no participamos en ese ámbito. Sí integramos un 
organismo consultivo, donde podemos dar opiniones, aunque funciona semestralmente. Nos parece que como 
trabajadores organizados tenemos el derecho de participar de los ámbitos de decisión en temas que nos 
competen a todos. Pensamos que sigue habiendo una deuda en este sentido para con los trabajadores. 
Consideramos que en el desarrollo de la industria láctea tenemos un rol igualmente importante que los 
industriales y los productores, en la medida en que somos parte de un engranaje en el que deberíamos tener 
las mismas posibilidades. 


En fin; sabemos que la ley ya se aprobó y que el Poder Ejecutivo deberá reglamentarla. Trataremos que 
algunos de los planteos que hoy estamos señalando, y que de repente no pudieron ser incorporados en la ley - 
porque son cuestiones dinámicas-, puedan ser considerados. 


En el documento que hemos elaborado, planteamos que los capitales que ingresen -y no solo en el desarrollo 
de la producción primaria- deben tener la obligatoriedad de participar en el mercado interno. Aquellos que no 
participen en el mercado interno, de alguna forma, deberán aportar un plus, porque no es lo mismo las 
industrias que se han mantenido y siguen desarrollando el mercado interno, que las que solamente vienen a 
captar la leche y a llevársela del país. Entonces, debe haber una actitud distinta por parte del Estado, del 
Gobierno. Nosotros somos defensores de aquellos capitales nacionales, cooperativos o transnacionales que 
apuntan al bienestar de nuestra sociedad, a través de diversas formas, en este caso con la producción hacia el 


mercado interno que es la que, además, da mayor valor agregado y ocupa más en todos los sectores. Tenemos 
ejemplos de aquellos que vienen a llevarse la materia prima, como el del INLACSA, que fue comprada por 
INDULACSA, del grupo económico Esmeralda de México, que ha crecido mucho en su captación de leche. 
Ya en dos años duplicó a INLACSA y a Quesería Helvética S.A. de Cardona, siendo la tercera empresa en 
orden de importancia en captación de leche. Ahora bien; esta empresa se lleva toda la leche para México en 
queso, y como en los últimos tiempos la capacidad no le alcanza para hacer todo el proceso acá, se lleva la 
cuajada de queso o queso semiprocesado. Esto implica que en su plantilla de trabajadores no haya crecido en 
el mismo nivel. Antes se trataba de dos empresas que tenían una participación muy importante en el mercado 
interno. Todos sabemos lo que era INLACSA, que llegaba a varios puntos de país, y lo que era Milky. Ambas 
siguen manteniendo una distribución de estos productos, aunque mucho menor y por convenio con otra 
empresa, porque este grupo económico se lleva toda la leche. Lo mismo está ocurriendo con el proceso del 
Grupo Maldonado en ECOLAT S.A.- Parmalat, que tuvo una reducción, aunque eso se ha ido revertiendo a 
través de la participación del sindicato, y estaba cerrando casi toda su línea de producción para llevarse la 
leche en polvo a Argentina. Eso afectó a trabajadores de la distribución y de la industria pero, como decía, el 
sindicato logró ir frenando este proceso, tratando de revertirlo para que siga con su estructura de distribución 
en el mercado interno. 


También tenemos los anuncios de los grupos económicos que se estarían instalando en San José -Lactiginios 
Bom Gosto y General Mills, en la Ruta 1 en ese departamento-, que vendrían con la intención exclusiva y 
expresa de llevarse la materia prima a sus países de origen, con muy poco valor agregado en mano de obra y 
con volúmenes importantes, porque hablan de plantas con una producción de más de trescientos mil litros de 
leche diaria y algunos hablan de la intención de llegar a un millón de litros en poco tiempo. 


Tenemos otros ejemplos, como el de una cooperativa que integró el Grupo Fonterra de Nueva Zelanda, que 
se está instalando hoy en convenio con una de las empresas de nuestro país, pero con una actitud distinta: 
vienen con trabajo hacia la producción primaria. Eso no quiere decir que este sea su único objetivo. Hay muy 
pocas empresas como la cooperativa CLALDY, PILI y alguna otra que tienen productores propios de la 
industria; el resto compra leche. En este caso, estamos hablando de una cooperativa que está diseñando una 
serie de establecimientos y que pretende llegar a cincuenta mil litros de leche de producción diaria en el curso 
de este año. Entonces, también estamos hablando de un poder de negociación distinto ante la industria. Ahora 
bien; estos grupos también tienen el proceso industrial en sus países. O sea que no es de extrañar que en 
algún momento intenten llegar a acuerdos con algunas de las industrias o que después de que tengan 
determinada producción, quieran establecerse industrialmente. 


Por eso nos parece importante el apoyo que se brinde desde el Estado, desde el Gobierno, y a través de las 
leyes -por eso el Parlamento también juega un rol importante ante esta situación- para que podamos proteger 
el desarrollo de lo que fue la lechería en nuestro país, con el aporte de todos los sectores. No olvidemos que 
el Estado tuvo mucho que ver con esto a la hora de la fijación de las políticas que diseñó en materia de 
caminería, en electrificación rural y a través de los préstamos a productores y a las distintas industrias para el 
desarrollo de la lechería. Pensamos que cuando hay una actitud por parte del Estado para desarrollar 
determinado sector, se logra ese objetivo pero con el aporte de todos. Sabemos que todos y cada uno de 
nosotros somos parte del Estado, del Gobierno y todos nos esforzamos desde nuestra área. O sea que, una vez 
que toda la sociedad participó en el crecimiento y en el desarrollo de un sector agro industrial, como es el 
lechero, nos parece que hay que preservar para el país esa riqueza que hemos construido entre todos. No hay 
duda de que los grupos económicos que se vienen a instalar lo hacen con intenciones de lograr sus mejoras. 
Eso lo tenemos claro, pero pensamos que hay que establecer determinadas cláusulas o mecanismos que no 
permitan que se pierda este esfuerzo que desde hace muchas décadas se ha hecho en nuestro país. 


Estas son las preocupaciones que queríamos trasmitir. Pensamos que a través del Parlamento se pueden 
analizar ciertas cuestiones y tal vez haya otras que podamos instrumentar en el marco de la ley aprobada. 


Como dijimos, aquí hay distintos sindicatos de la Federación Láctea. Nosotros hemos logrado conformar una 
federación en la que están representados todos los sectores. El único que no hemos podido organizar - 
estamos en ese esfuerzo- es el de los trabajadores del campo, de los tambos. Sí hemos integrado el sector de 
la recolección, el de la industria -en casi todas las empresas-, el de la distribución -en varias empresas tanto 
de productos lácteos como de helados-, y también sectores de servicios. Esto hace que a la hora de analizar 
estos temas tengamos un panorama mucho más amplio en cuanto a cómo afecta a los trabajadores de nuestro 
país cualquier acción o medida. 


SEÑOR FIGUEROLA.- Pertenezco a la dirección del sindicato y corresponde decir que somos 
miembros de la Comisión de Asuntos Agrarios del PIT-CNT, por lo que ya hemos estado aquí 
departiendo con algunos compañeros. 


Quisiera agregar algunas cuestiones muy breves en cuanto a la preocupación que tenemos con respecto al 
impulso a los pequeños y medianos productores, a la política de tierras que debe existir y, en el marco de lo 
que planteábamos acerca de la lechería, al rol del Instituto Nacional de Colonización que nos permite dar 
oportunidades a los pequeños y medianos productores para desarrollarse, además de tratar de frenar este 
embate que viene dándose a través de las multinacionales con todas las implicancias que señalaba el 
compañero Goichea. Se trata de algo que no solo implica la posible pérdida de fuentes de trabajo sino que 
crearía determinada situación en el mercado interno y que afectaría a la población, en el marco de lo que se 
planteaba en cuanto al tema de la leche, ya que a lo que apuntan las multinacionales es a llevarse nuestra 
materia prima y no darle el mayor valor posible que entendemos que se debe dar. 


Hay antecedentes en la región en cuanto a que se grave -no tenemos muy claro en qué porcentajes- la 
exportación de materia prima sin procesar. En el caso de la leche en polvo sabemos que en Argentina se viene 
gravando. Los diferentes "commodities" como la soja y demás, también se vienen gravando. Por lo tanto, 
apelamos a que el Parlamento tome cartas en el asunto y se pueda frenar este embate de las multinacionales, 
que paguen el precio adecuado o sean gravadas a los efectos de que no se sigan llevando la materia prima. 
Estas cuestiones ya son un hecho y se están impulsando a través de algunas Intendencias, como la de San 
José, que ya están abriendo las puertas y están muy entusiasmadas por la llegada de la General Mills y 
Lactiginios Bom Gosto, con todo lo que ello implica. Entonces, en este marco de país productivo con justicia 
social que nosotros planteamos, entendemos que se debe tomar una medida a través del Parlamento para 
frenar ese embate. 


Por otra parte, planteamos el tema del IMPROMI, que tal vez resulte un poco polémico, en el marco de la 
posibilidad de ir minimizando la concentración de tierras y dando prioridad no solo al extranjero sino a los 
pequeños y medianos productores. Nosotros como Comisión de Asuntos Agrarios del PIT-CNT planteamos 
que tal vez se podría instrumentar alguna medida parecida a la del Impuesto a la Productividad Mínima 
Imponible, a los efectos de dar oportunidad a los pequeños y medianos productores, que entendemos que es 
lo que se debe priorizar. 


Esto sucede en un sector como el de la lechería que no solo mantuvo su crecimiento hasta en las crisis más 
grande de nuestro país, sino que lo ha incrementado. Por lo tanto, me parece que se debería dar prioridad en 
ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer un par de consultas. Tal vez en la exposición del señor 
Goichea me perdí la referencia con respecto al quinto punto que figura en el anexo que nos envían, que 
refiere a habilitar la exportación de lácteos con un determinado proceso industrial. Quisiera saber 
específicamente hasta qué punto avanzaría ese proceso. 


En cuanto al subsidio de la leche ultra y la fluida, cuando salió la ultra prácticamente habían comenzado con 
el mismo precio aunque luego se fueron separando. ¿El subsidio hacia dónde apuntaría? ¿Más hacia la fluida 
y en menor grado hacia la ultra, o en partes iguales para mantener la diferencia? 


Por último, en el séptimo punto se hace alusión a la leche fresca y desearía saber específicamente a qué nos 
estamos refiriendo, si pueden decirnos los montos o los litros que se calcula que puedan estar vendiéndose, 
aunque creo que quedaría por fuera la parte artesanal que está incluida dentro de la propia ley. 


SEÑOR GOICHEA.- Cuando hicimos uso de la palabra no nos referimos a lo que entendemos por un 
proceso mínimo con respecto al mercado externo. Hay una serie de exportaciones que se dan, por 
ejemplo, en el caso de la cuajada de queso, y nos parece que es ilógico que se esté exportando de esa 
forma. 


Como recordarán, en algún momento en el MERCOSUR se reclamó la posibilidad de exportar la leche cruda 
de un país a otro. Hay un decreto que habla de la pasteurización y enfriado de la leche previo a la exportación 
dentro de la propia región. Inclusive esto se hizo cuando se vendía leche en esas condiciones, primero a 


Argentina y luego a Brasil; esos fueron los dos países a los que en algún momento se llevó leche enfriada. 
Nosotros entendemos que según el tipo de producto debe haber un proceso mínimo, porque de lo contrario 
nos podemos encontrar solamente con el inicio de algunos procesos, como el de la cuajada, pero podría haber 
otros ejemplos, porque uno no sabe a qué se puede llegar mañana, ya que hoy podemos hablar de la leche en 
polvo pero tal vez mañana haya un proceso menor que permita que con menos incorporación de mano de 
obra se pueda procesar el producto y se haga lo demás en otro país. Creemos que el Estado debe tener 
mecanismos para determinar las condiciones de exportación y los procesos mínimos. Eso va a depender del 
tipo de producto, ya sea dulce, manteca, queso, leche larga vida o leche en polvo. Actualmente, lo único que 
no se puede exportar es leche cruda. 


Con respecto a la leche subsidiada, nos referimos a la leche común. La ultra no tiene precio regulado y se está 
vendiendo a precio diferencial. Habrá que hacer un control, porque hay empresas que tienen cuota y no la 
están volcando. Si esa cantidad tendría que ser vendida como leche fluida y no se hace es porque se está 
utilizando para hacer otros productos que le aumentan el valor. Este es un control que tiene que ejercer el 
Gobierno Nacional, que es el que asignó las cuotas a las distintas empresas. Si hay empresas que no pueden 
producir leche fluida, tendrán que vender la leche ultra al mismo valor, como ocurría en el pasado. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Entonces, quiere decir que hay empresas que pagan al productor una 
cantidad de litros como leche cuota pero no la vierten al mercado. 


SEÑOR GOICHEA.- Así es. No sé si no ocurre lo mismo con las diez empresas que tenían asignada la 
cuota. Puse el ejemplo de CONAPROLE porque es claro. Todo lo que paga por leche cuota no va 
porque la leche ultra tiene un valor distinto. En el caso de Parmalat no vende un litro, y tiene leche 
cuota. El proceso ha escapado a los controles. 


Había una distribución de leche cuota regulada, y se vendía como leche fluida, con un precio que era rentable 
y todos lo defendían. Tanto el productor como la industria defendían la leche cuota y era el precio que 
regulaba el resto. Esa fue la lógica hasta un momento determinado, pero esa estructura hoy se rompió porque 
el precio internacional aumentó a valores tales que han llevado a que el productor reciba casi $ 2 más. Hay 
empresas que anuncian que van a pagar $ 9, cuando el precio de la leche cuota es $ 6,40. Entonces, hoy a los 
productores no les sirve la leche cuota y están pidiendo que se libere el valor de la leche y aumente. Eso va a 
traer aparejado el aumento del costo de la leche fresca. Así se va a terminar el problema para los productores 
y para la industria, pero va a caer sustancialmente el consumo de leche. 


Pensamos que las empresas que producen leche fresca, tarifada, deben recibir un subsidio para poder 
trasladarlo al productor, a fin de que este no sienta que está siendo afectado por esa situación. Antes el 
productor defendía la leche cuota, y cuando un productor desaparecía la leche cuota se ponía a la venta por 
parte de otros productores, ya que era la que más se pagaba. Esa era la realidad. Hoy no quieren la leche 
cuota. Las industrias están buscando mecanismos para aumentar el precio, porque de lo contrario el productor 
termina mandándola a otro lugar. Por eso decimos que tiene que haber un subsidio para la leche fresca 
tarifada, y habrá que exigir a las empresas que cumplan. 


La leche ultra es otro tipo de leche, e inclusive en algún momento estuvo a estudio una tributación diferente. 
Estaba exonerada porque en su momento tenía el mismo cometido que la leche fresca. 


En cuanto a los establecimientos informales, nosotros defendemos a los pequeños y medianos productores 
artesanales que están en regla y cumplen con las normas. Justamente, la ley prevé cómo mantenerlos, 
desarrollarlos y darles un marco distinto porque la realidad es diferente. Los informales son aquellos que no 
aportan o declaran menos de lo que producen. Esto no lo compartimos porque somos de la idea de que en 
este país todos tenemos que aportar según nuestra producción, lo que haría que aportáramos menos. Esa es 
tarea del Estado, que es difícil. 


El control es complicado. Si se trata de queso, por ejemplo, no se sabe qué proceso tuvo, pero es notorio que 
el caso de la leche cruda está prohibida a nivel de un decreto nacional. Sin embargo se vende por la mañana y 
todo el mundo lo ve. Es parte de nuestra idiosincrasia. En la crisis del año 2002 llegó a ocurrir en 
Montevideo, aunque después hubo un retroceso. Se calcula que se consumía alrededor de 200.000 litros de 
leche cruda, según algunos estimativos. No conocemos exactamente la cantidad. En el interior pasa mucho, 
porque los distribuidores no van a las localidades pequeñas todos los días. Antes iban una vez por semana y 


dejaban la leche ultra al mismo precio. Hoy la diferencia de precio hace que no se consuma igual. En un 
hogar de bajos ingresos que consume tres o cuatro litros de leche por día, no es lo mismo pagar $ 12 que 

$ 16. Entonces, aparecen estas situaciones que a algunos productores les permiten valorizar aun más la leche, 
porque la venden a un precio más cercano a los $ 12, que es más de lo que le paga la industria. 


Este hecho nos preocupa porque ha venido creciendo, en especial en el interior, producto de la ausencia de 
leche y del problema de la leche fresca y la leche ultra a diferentes precios. Entonces, hay que tomar medidas 
en forma rápida, porque una vez que la situación crezca va a ser más difícil. 


Quienes trabajamos en la industria láctea y somos del interior conocemos los lugares y vemos cómo se vende 
la leche cruda. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Voy a hacer una pregunta con relación a un aspecto específico, que es 
muy interesante y está en el listado de puntos que preocupan a la Federación, donde todos son muy 
razonables y sensatos en cuanto a su planteamiento. Parto de la base de que la delegación que nos 
visita sabe bastante más que yo de estos temas porque está inmersa en ellos y porque, en definitiva, 
representa a los trabajadores que están comprometidos con la producción lechera. 


Seguramente el tema de las inversiones ambientaría una discusión muy interesante, que estimularía opiniones 
diversas. En principio comparto la afirmación de que no es deseable que las llamadas nuevas inversiones 
vengan simplemente a hacerse de la capacidad instalada. Me parece que esto es fácilmente compartible o, por 
lo menos, no será complicado llegar a un entendimiento o un acuerdo a este respecto. 


También comparto que lo deseable sería lo que está en el otro extremo, es decir, que en todo caso las 
inversiones nuevas que vinieran se radicaran o estuvieran referidas a toda la cadena de negocios, es decir, 
desde la producción primaria hasta el consumo final. En esto también estamos de acuerdo. El asunto es que la 
discusión puede llegar a centrarse en cuanto a cuál es el justo medio o el punto de equilibrio tolerable; ahí, 
seguramente habrá opiniones distintas. Pero, con relación a esto, y sin pretender entrar en un debate, quisiera 
saber cuál ha sido la respuesta que han obtenido del Poder Ejecutivo y, en particular, del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca con relación a este tema, porque creo que su opinión vale más que la de todos 
nosotros, no en términos de que algunas opiniones sean más importantes que otras, porque todas las 
opiniones son legítimas, sino desde el punto de vista de que dadas las responsabilidades de Gobierno, en la 
definición de las políticas la opinión del Poder Ejecutivo es clave porque es el titular de las políticas, sin 
perjuicio de que una política de Estado se construya a partir de aportes de todos los partidos, de todos los 
actores sociales y de los sindicatos. Entonces, ¿qué ha dicho el Poder Ejecutivo con relación a esto? Recién 
se hacía referencia y se ponía como ejemplo a las inversiones que se han concretado o estarían en vías de 
concretarse en el departamento de San José, y creo que hubo una alusión a la Intendencia de San José en el 
sentido de que celebró o celebraba la radicación de estas inversiones. Está muy bien, pero yo creo que la 
Intendencia de San José seguramente celebró que esas inversiones se hayan ido a radicar a San José. Ahora 
bien: si se radicaron en San José, no es simplemente por el mérito de la Intendencia; con seguridad es porque 
el Gobierno nacional, que es el titular de la política y el que, en todo caso, establece hasta dónde hay libertad 
y dónde están los límites para que se radiquen inversiones y en qué condiciones, habilitó a que esas 
inversiones se concretaran. No sé si me explico o si alcanzan a entender el sentido de mi pregunta. Es decir: 
yo tengo la impresión -ustedes me corregirán si no estoy en lo cierto- de que por lo menos por ahora en 
materia de radicación de inversiones -vimos algo similar en cuanto a la industria frigorífica-, en el Uruguay, 
tenemos una libertad absoluta, inclusive, bajo el imperio del actual Gobierno, que ya lleva tres años de 
gestión. Por eso es que planteo una pregunta muy concreta en esta ronda oportuna de visitas y de contactos 
que ustedes están realizando para debatir todos estos temas y es: ¿qué dice el Poder Ejecutivo? ¿Qué dice el 
señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca en nombre del Poder Ejecutivo? Me parece que ahí está la 
opinión clave. Seguramente, si al día de hoy estas inversiones no fueran celebradas por el señor Intendente 
Chiruchi porque podría ser que estuvieran radicadas en otro departamento, quizás sería otro Intendente el que 
estaría contento, pero no porque sean inversiones municipales, que no lo son, sino porque son inversiones en 
el sector industrial lechero, de carácter nacional, que el Gobierno nacional, que es el que las habilita, las 
promueve, las tolera o establece las condiciones para que se concreten, efectivamente, actuó, por acción u 
omisión, en esa dirección. 


Por este motivo me interesa mucho saber, si ustedes ya concretaron esa instancia, cuál es la opinión del Poder 
Ejecutivo con relación a eso, sin perjuicio de que algún día este tendrá que venir a hablar de esto. 


SEÑOR GOICHEA.- Voy a hacer una apreciación con respecto a por qué estas empresas se instalaron 
en San José. 


No lo decimos solo nosotros acá; es claro que ha habido exoneraciones tributarias y desde la propia 
Intendencia de San José, una política distinta -uno podrá compartirla o no- para lograr captar mayores 
inversiones. Tan claro es que cuando vino el señor Bongosto a nuestro país estuvo haciendo rondas de 
consultas, como todo inversor, y el primer departamento que fue a visitar para tratar de invertir fue Florida, 
porque es una zona importante de producción lechera. Y, además, mantuvo reuniones con fuerzas vivas y con 
el propio Intendente de Florida. Hubo un proyecto, pero cuando los empresarios se retiran, quien termina 
cerrando el negocio en Río Grande del Sur, concurriendo a cerrarlo, es el Intendente de San José, en 
conocimiento de que esta empresa se iba a instalar allá, otorgando otros beneficios, distintos a los que el 
Intendente de Florida en ese momento otorgaba. O sea que no hay duda de que existe una promoción de 
inversión distinta. Uno podrá compartirla o no, pero esto es lo que se ha hecho a la hora de captar esos 
capitales, otorgándose exoneraciones, donaciones de terrenos, etcétera. Como no hay nada regulado, es como 
el tema de las patentes: mientras que no había nada regulado cada uno podía hacer muchas cosas. Acá sucede 
lo mismo: cada Intendente se defiende con sus instrumentos para lograr captar las inversiones. 


Por eso nosotros hemos manifestado nuestra preocupación, también el propio Intendente de San José, que 
también es productor lácteo y que remite a una de las empresas, en cuanto a que no se analice lo que puede 
ser la repercusión de la instalación de esas inversiones. Entendemos que hay inversiones que el Estado 
debería controlar. 


Hablamos de esto con el Gobierno porque no hay ninguna duda de que es el responsable principal de todas 
las inversiones. El Gobierno nacional nos dijo que no hay mecanismos legales que permitan al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca determinar de qué forma se pueden realizar las inversiones. Esa es la 
respuesta que se nos da. 


En la ley sobre lechería se establece algún capítulo con algunas obligaciones de participar en el mercado 
interno, es decir, que ello se determina para aquellos que se instalen en el futuro, o se habla de alguna 
compensación, no recuerdo bien. 


Tal como venía diciendo, el Gobierno nacional nos expresaba que aparentemente no habría ningún 
instrumento nacional, legal, en este sentido, más allá de que el Estado puede tomar decisiones y determinar si 
habilita o no ciertas inversiones. Este es otro tema. Si vienen inversiones puede decirles que sí o que no, 
abrirles o no las puertas; es distinto. Pero se nos decía que, en el marco de lo que ha sido la historia de la 
política en nuestro país, en cuanto al llamado a los capitales, no hay instrumentos para su regulación. El 
Gobierno los puede impulsar, promover y luego aplicar. 


Nosotros queremos que haya un instrumento de regulación a la hora del ingreso de los capitales, no solo a 
nivel de la lechería sino a nivel del movimiento sindical, porque pensamos que los capitales que vienen a 
instalarse aquí tienen que venir a aportar en aquellas áreas en las que no hubo desarrollo, no solo a explotar lo 
que ya está instalado -que ha permitido el desarrollo del país-, en las que resulte más difícil hacer 
emprendimiento o en las áreas que puedan promover o desarrollar, aunque estén ya instaladas en nuestro 
país. Esta es la base del movimiento sindical con respecto al tema de los capitales trasnacionales. 


Lo que sabemos hoy por hoy, en definitiva, es que no hay ninguna norma, que el Gobierno no ha establecido 
mecanismos y que nosotros los estamos demandando, tanto a este ahora como lo hicimos en los anteriores, 
porque entendemos que tiene que existir alguna regulación a la hora de la inversión. Creemos que el 
Gobierno nacional también debería establecer de qué forma se invierte, para qué y qué es lo que aportaría al 
país. 


Pensamos que en este proyecto se establece algo al respecto. Como hemos dicho, en la próxima reunión que 
se llevará a cabo en los próximos días tenemos la intención de exigir que estos grupos económicos que han 
anunciado que se instalarán utilicen mecanismos sobre la base de lo que hemos planteado. Por ejemplo, si 
van a participar en el mercado interno, tenemos que saber qué es lo que van a aportar de lo que reciben de 
leche para que dicho mercado se mantenga 


Tenemos claro que si muchos grupos económicos reclaman subsidios o exoneraciones para poder invertir e 
instalarse, también el país puede reclamar o demandar una vez que esté establecido que tienen que aportar de 
determinada forma. Esto es lo que vamos a reclamar, a exigir y es lo que estamos trasmitiendo en este 
documento. 


Hasta ahora nos han dicho que no hay ningún mecanismo legal que impida que los grupos económicos, 
industriales, vengan, se instalen o compren una industria instalada y se lleven toda la producción, como ha 
ocurrido en algunos casos. Por eso decimos que para nosotros debe haber algún tipo de regulación. ¿Que se 
precisan leyes? No; sabemos que no es así. Puede haber otros marcos legales que obliguen al Gobierno o 
decretos que determinen los mecanismos a aplicarse. Después, el sector político juzgará si está mal o bien, 
pero quienes hoy están al frente del Gobierno pueden tomar acciones o medidas a la hora de impulsar o 
regular inversiones. En este caso, nosotros estamos planteando que a la hora de permitir las inversiones tiene 
que haber regulaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Federación de Trabajadores 
de la Industria Láctea. Veremos qué es lo que podemos hacer. Luego de realizadas las visitas que tienen 
programadas nos interesaría conocer qué puntos tocaron y a qué conclusión se arribó para que la 
Comisión de Industria, Energía y Minería pueda actuar en consecuencia. 


No recuerdo con exactitud lo establecido por la ley, pero sí sé que promueve muchas inversiones y el 
establecimiento tecnológico para la producción láctea, tanto en materia de compra como de instalación de 
nuevas usinas. La Comisión queda con una materia pendiente y esperamos desarrollarla junto a ustedes. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación de la Federación de Trabajadores de la Industria Láctea) 
(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato de Guardahilos de ANTEL) 


——- La Comisión de Industria, Energía y Minería tiene mucho gusto en recibir a una delegación del 
Sindicato de Guardahilos de ANTEL, integrada por los señores Gustavo Rodríguez, Sebastián Burgos, Pedro 
Rodríguez, Héctor Vallejo y por el doctor Pablo Monsuárez. 


Me complace que estén aquí pues personalmente los había invitado a concurrir cuando estaban acampados 
acá enfrente y hoy con mucho gusto esta Comisión los está recibiendo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Gustavo).- Después de tanto tiempo de conflicto y luego de setenta días de 
estar acampados acá enfrente, levantamos el campamento luego de haber intentado encontrar una 
solución negociada con ANTEL, que no llegó a ningún resultado. 


El día 16 de noviembre del año pasado volvimos a nuestros puestos de trabajo a seguir desarrollando la tarea 
que venimos cumpliendo, en promedio, hace quince o veinte años. Volvíamos luego de una medida gremial 
que había sido adoptada en conjunto con el PIT-CNT por el mes de junio y que había sido comunicada al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a la propia ANTEL. Durante esos meses no hubo inconveniente 
en desarrollarla, pero cuando levantamos este campamento y el 16 de noviembre los 150 compañeros 
volvimos a cada una de las centrales del país, nos encontramos con que los jefes, los supervisores, por orden 
del Directorio, no nos dejaron acceder a las centrales. La gran mayoría de las centrales tienen custodia con 
policías y no nos dejaban ingresar; tenían orden en ese sentido de parte del propio supervisor en base a las 
directivas del Directorio y de los Gerentes de ANTEL. Hasta el día de hoy la única manera de entrar a 
trabajar es firmar una especie de contrato, según el cual hay que trabajar "full time" para el Ente, y firmar 
otros papeles en los que se renuncia a los famosos juicios por los créditos laborales. Es decir que se sigue 
tratando el tema como si fuera delito de nuestra parte haber hecho un juicio por entender que se nos debe 
dinero, cuando por otra parte así hubiera hecho cualquier otro trabajador. 


Hasta hoy seguimos sin poder ingresar. Estuvimos un mes afuera de las centrales con los vehículos, 
esperando que nos diera la carga y entrar a trabajar. En el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
solicitamos que se citara a ANTEL para aclarar la situación, ya que supuestamente el llamado era a partir del 
1? de enero de 2008. Hasta ese día -tal como anteriormente nos habían dicho los abogados que había enviado 


ANTEL- nosotros íbamos a tener trabajo, porque hasta ese momento no estábamos despedidos. Insistimos en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, donde el señor Baráibar nos dijo que no se iba a citar a ANTEL, 
que no había más nada que hacer. Nosotros le planteamos que no podía ser que no nos dejaran entrar a las 
centrales como si fuéramos delincuentes, que las centrales eran nuestro lugar de trabajo y que lo seguía 
siendo mientras no nos despidieran. Al día de la fecha siguen sin dejarnos entrar, sin darnos la carga de 
trabajo. 


Nosotros decidimos no presentarnos; cada uno va a buscar una changa y ya no tendrá el gasto de trasladarse 
hasta la central todos los días, donde no podíamos ni entrar al baño, salvo que algún supervisor tuviera buena 
disposición, omitiera las órdenes y nos dejara entrar. 


Nuestro trabajo no lo están haciendo en un 90% los compañeros presupuestados de ANTEL, ni lo estamos 
haciendo nosotros. A pesar de muchos números que se manejaron en cuanto al llamado en el sentido de que 
se habían anotado más de la mitad de los guardahilos, la realidad es que hay casi 60 de los 220 guardahilos 
que están trabajando. Los 150 o 160 restantes no nos anotamos en el llamado y por tanto no salimos 
sorteados. 


El 1? de enero los que salieron sorteados del llamado público y abierto que llevó adelante el Directorio no 
empezaron a trabajar ni lo están haciendo ahora; hasta el día de hoy no han sido llamados. Dijeron que iban a 
empezar el 1” de enero, luego el 15 de enero, el 1* de febrero, el 15 de febrero, pero siguen sin entrar. 


Al momento la realidad es que están trabajando tres o cuatro empresitas que no fueron designadas en función 
de ningún llamado, que trabajan con camionetas más viejas que las que nos exigían a nosotros. Tenemos 
fotos de quienes están trabajando; los conocemos. Un par de esas empresitas están vinculadas al hermano de 
un Gerente nuestro, que era el que nos supervisaba directamente y ha participado en el diseño de las famosas 
condiciones del llamado según las cuales había que tener un auto con una antigiiedad no mayor a siete años y 
una serie de carga de trabajo. 


Después de quince o veinte años de trabajo, la mayoría de los abonados son vecinos nuestros, ya que vivimos 
en la zona. Como ellos no conocen la interna de ANTEL, nos llaman para preguntarnos qué pasa porque para 
ellos seguimos siendo quienes reparamos el teléfono. Entonces, nos llaman para preguntarnos por qué no 
vamos a solucionarles el desperfecto o para consultarnos. Nosotros se lo explicamos. 


Además, a estas empresas le pagan por reclamo y no un sueldo fijo como nos pagaban a nosotros. Mientras 
los guardahilos antes teníamos un sueldo fijo para sacar reclamos y hacer un mantenimiento preventivo para 
evitar que esos reclamos se sucedieran y dar pérdida al servicio y al abonado, ahora se paga por reclamo; 
estas empresitas contratadas -con las que en cierta forma han privatizado el servicio; no lo hacen los 
presupuestados por falta de personal- cobran, como decía, por reclamo. Ahora están con la problemática de 
que los reclamos se reiteran. Obviamente, se reitera el reclamo y no hay garantías porque, al cobrar por 
reclamo, se generan muchos reclamos. Un día se producen roturas porque se cae una rama, porque un camión 
provoca destrozos o porque se prendió fuego un árbol. Entonces, no hay una garantía. El mejor negocio es 
que haya reclamos, ¿verdad? Están pagando alrededor de $ 450 a cada empresa -hay dos-, vinculadas al 
hermano de un gerente que ahora volvió a ganar otro trabajo para conexiones de Ruralcel; le pagan por 
reclamo. Pagan $ 450 a la empresa; entonces, esas empresas contratan personal, alguno de los compañeros, y 
otros que trabajan para Campiglia u otra empresa de telefonía; van y subcontratan otras personas y le dan 

$ 150 por reclamo; que metan el cachilo que tengan, que carguen una escalera y que salgan a laburar como 
puedan. Así la empresa se gana $ 300 a costillas de hacer ese pasamanos: de pasar el trabajo que le otorgó 
ANTEL a cualquiera que anda en la calle y más o menos tenga idea de cómo hacer el trabajo y subirse a una 
escalera. 


Vemos que los abonados, por un tema de inseguridad, nos consultan a nosotros si los conocemos; quiénes 
son; por qué hay que dejarlos entrar a la casa; si es empleado de ANTEL o no aunque tampoco son 
empleados de una empresa y no tienen uniforme. No hay que tener mucha inteligencia para darse cuenta cuál 
es el peor problema que están enfrentando los mismos presupuestados que cobran en función de la calidad 
del servicio. Hace meses que no cobran esa productividad por desempeño porque hay mucha reiteración de 
los reclamos porque, obviamente, si una empresa cobra por reclamos lo ideal es que se reiteren los reclamos. 
Por eso jamás nunca ANTEL nos pagó por reclamos porque la manera de asegurar que el trabajo fuera 
eficiente era pagar mensualmente. Se nos acusaba de que teníamos pocos reclamos. Para tener pocos 
reclamos lo ideal es hacer un mantenimiento preventivo de podas y de recambio de líneas en el caso de los 


balnearios cuando se va la temporada para evitar la rotura de esos servicios. Ahora no se hace. Se paga por 
reclamo y más o menos está rondando alrededor de $ 50.000 a $ 60.000 por cada zona donde estaba 
trabajando un guardahilo. O sea que se está gastando más dinero y la calidad es peor. 


Además, a los 150 trabajadores que hace quince o veinte años venimos trabajando ahí, al día de la fecha no 
nos dejan entrar; tampoco dejan entrar a los que ganaron el llamado. Simplemente, los que están haciendo 
nuestro trabajo o el de los que ganaron el concurso abierto, lo están haciendo muy poco operario, con dos o 
tres empresitas que se están llevando la mayoría de las ganancias. Es una breve síntesis de lo que está 
sucediendo. 


Seguimos solicitando aclaración en el Ministerio, pero la última vez el señor Baráibar me dijo a mí y a otro 
compañero que no va a llamar a 


ANTEL porque entiende que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no puede hacer más nada. Y 
nosotros queremos saber en qué situación estamos; si estamos o no despedidos porque ante el BPS no 
figuramos como cesantes. El abogado de ANTEL nos dijo que no estamos cesantes, pero la realidad es que 
no nos dejan entrar a nuestro lugar de trabajo, salvo que firmemos toda esa serie de documentos, un contrato 
nuevo, parecido al que algunos compañeros firmaron años atrás que se critica tanto pero se sigue contratando 
de esa manera, por el cual hay que trabajar "full-time", seguir sin sociedad médica, seguir sin descanso, sin 
salario, sin herramientas de seguridad, sin Banco de Seguros del Estado y todo lo demás. Estas son las 
directivas que tienen los supervisores dadas por el Directorio de ANTEL. 


Sobre los juicios, cuando arrancamos este proceso y nos pusimos a disposición del Directorio, si mal no 
recuerdo, había setenta u ochenta demandas. A raíz de los años que han ido pasando y de la desconfianza que 
se ha ido creando con el Directorio y todos los conflictos, del hecho de no arribar a ninguna solución, hoy ya 
andan por las ciento cincuenta o más. Entendemos que hemos dado sobradas muestras, tal como se pudo 
apreciar por la propuesta que hicimos llegar a todos los legisladores cuando estuvimos acampados, a la OPP, 
al Ministerio y a todos lados, de que nuestra voluntad no es vivir de juicios sino buscar una solución a la 
problemática de nuestras fuentes laborales y buscar un acuerdo sobre lo judicial. Evidentemente, a ANTEL 
no le interesa; sigue adelante con los juicios y creando más costos; se siguen perdiendo más juicios y creando 
nuevamente más juicios porque todos esos compañeros que ven que no los regularizan y que cada vez están 
más afuera y sin una posibilidad de trabajo, inician estos procesos. Estando acampados, veinte compañeros 
más iniciaron los procesos. Evidentemente, de llegar a un despido, habrá un centenar de demandas y la 
situación se va a ir complicando cada vez más. El accionar de ANTEL ante todo esto es de indiferencia, 
porque no nos dan una respuesta a nosotros ni al Ministerio. Parece como que ignorara o fuera indiferente al 
problema. 


Nuestra intención es, entonces, plantear este asunto en esta Comisión porque también habíamos hecho alguna 
solicitud al señor Ministro del Industria, Energía y Minería y tuvimos conversaciones con el señor Ponce de 
León. Pero hasta el día de hoy esta es la situación en la que estamos y somos 150 trabajadores y 150 familias 
que por algo hace quince o veinte años que trabajamos de esto y vivimos de esto. Como muchas veces se ha 
acusado en alguna declaración mediática, el propio Directorio de ANTEL cuando tuvo que declarar en el 
Juzgado Penal ante una denuncia ante el señor Conrado Ramos, dijo que no le constaba que alguno de los 
guardahilos viviera en Europa, tuviera trabajos paralelos o no desarrollara su trabajo. Eso demuestra 
claramente que por algo no nos han echado individualmente o a grupos de cinco o diez guardahilos por mal 
desempeño. Nosotros siempre hicimos nuestro trabajo bien y queremos que se defina el tema porque no 
podemos seguir siendo ignorados después de cinco meses en los cuales no se nos ha dejado entrar a nuestro 
trabajo, de setenta días de campamento y de estos meses que han pasado. Además, se nos aprieta a que 
tomemos una medida gremial para entrar y se nos exige que si queremos entrar, tenemos que firmar un 
contrato que no es legal, que la propia Justicia ya ha fallado en varios juicios que está mal y que va contra 
cualquier normativa. Un trabajador no tiene por qué estar "full-time" sin todos los derechos y beneficios de 
los trabajadores. 


Este es el planteamiento que venimos a hacer. 


SEÑOR LACALLE POU.- Esta es una historia por demás conocida y lamentablemente reiterada. Se 
dice que han contratado a tres o cuatro empresas y que estarían haciendo un promedio de $ 50.000 a 
$ 60.000 por mes por concepto de variación en la forma de pago. Antes el pago era fijo, mensual -según 


entiendo-, y ahora es por reclamo. Los guardahilos, o sea, ustedes, los que están pero no están, o están 
pero no existen, o existen pero no están, ¿siguen cobrando el sueldo? ¿No cobran nada? Eso en primer 
lugar. 


En segundo término, aquí se realiza una imputación que derivaría, a mi juicio -es una impresión personal-, en 
una posible convocatoria al Directorio de ANTEL. Quiero reafirmar, si es que yo no entendí mal, que aquí 
hay guardahilos -los que existen, pero no están; o sea, ustedes, que no están trabajando-, aquellos que 
tendrían que estar pero están en el "freezer" porque no están trabajando -están sorteados-, y por la ventana, 
habría tres o cuatro empresas, sin llamado a licitación, agarradas de la pata -como se dice-, puestas a dedo, 
que supuestamente estarían vinculadas a un gerente de ANTEL. Ese es el razonamiento. ¿Se puede 
comprobar esa imputación que se hace? En lo personal, me gusta dar nombres. Si se quiere, los invitados 
pueden hacerlo aquí. Cuando se hace una imputación de ese tipo, que no sea genérica. Si ustedes lo estiman 
pertinente, podrían decir quién es ese Gerente y a qué área pertenece, y qué vinculación se tiene con esa 
gente. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Gustavo).- Nosotros hace cinco meses que no cobramos nada, porque 
directamente no nos dejan entrar a trabajar; entonces, no nos pagan nada. Sí están ganando $ 50.000 o 
$ 60.000. Yo tengo una foto de los que están en mi zona; están trabajando con una Studebaker que debe 
ser del año cincuenta, mientras que a mí con una Saveiro del año 1992 no me dejaban porque según el 
Directorio de ANTEL estaba mal mi vehículo porque tenía un abollón. Están trabajando dos 
muchachos -yo los conozco, son de la zona-, que no pasaron por ninguna capacitación. Andan con un 
par de escaleras viejas en esa camioneta. El problema no son los muchachos que andan en esa 
camioneta sino esas empresas que los contratan y que, a la vez, los usurean. Están ganando más o 
menos eso, porque los mismos gurises me dicen la cantidad de reclamos que tienen. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Esos gurises subcontratados están figurando también como contratados? 
SEÑOR RODRÍGUEZ (don Eduardo).- No. 


A la empresa le dieron, no sé cómo, la concesión: saquen los reclamos de acá. La empresa es una persona que 
no va a sacar los reclamos; agarra a estos gurises y les paga un porcentaje. O sea, de los $ 450 le dan $ 150 
por reclamo y los mandan a la calle. A los gurises les conviene que haya muchos reclamos y a la empresa 
también, que gana $ 300 simplemente por hacer ese pasamano de trabajo. Es como si hubiera un 
intermediario entre los guardahilos y ANTEL; lo único es que en nuestro caso el sueldo era fijo. 


El que tiene la empresa es el hermano de nuestro gerente, el Gerente de Planta Externa. Por eso, yo decía que 
ha diseñado el llamado público y las condiciones de trabajo para los nuevos guardahilos. Es el gerente que 
nos ha supervisado y que hace dos años fue denunciado por nuestro sindicato, cuando nos llevó a la Torre de 
ANTEL y nos quiso hacer firmar unos documentos como que estábamos de acuerdo con él en desarrollar un 
trabajo que era imposible. En un plazo de dos meses, teníamos que dejar cero kilómetro toda la zona física 
que estaba a nuestro cargo, que son alrededor de 2.000 o 3.000 abonados, con todos los postes nuevos, todas 
las líneas nuevas, una cosa que es imposible de hacer, y menos una persona sola y sacando los reclamos. En 
su momento, amenazó con echarnos a todos, y todos los compañeros dijimos de no firmar ese documento; 
posteriormente informamos al Directorio y denunciamos el hecho. 


Bueno, el hermano de ese gerente, el Gerente de Planta Externa, es el que está en gran parte de estas 
empresitas. También está CAMPIGLIA; acá hay quienes no lo saben, pero yo trabajé varios años en esa 
empresa y conozco a todos, desde el dueño hasta los compañeros que todavía realizan la tarea. Es la otra 
empresa que está sacando la falta, bajo el mismo sistema de subarrendar a otros gurises. 


La empresa de este mismo gerente hace pocos días volvió a agarrar una concesión de trabajo para hacer 
conexiones de Ruralcel en el interior, entre otra serie de obras que ha agarrado dentro de ANTEL. Entonces, 
el trabajo no es para nosotros ni para los presupuestados -porque tampoco se les da compensación extra para 
que lo hagan- ni para los cien y pico de trabajadores que se anotaron en setiembre y salieron sorteados, que 
los hicieron pasar por un psicofísico, que los iban a llamar para una capacitación, que les pidieron auto con 
siete años de antigúedad y que están llamando -a muchos los conocemos porque son vecinos nuestros y es 
verdad, están buscando un trabajo como cualquier otro- y nos preguntan a nosotros a ver si sabemos algo, 


porque llaman a ANTEL y les dicen que hasta ahora no tienen novedad de cuándo va a ser su ingreso. Ellos 
tenían entendido que iba a ser 1” de enero. 


O sea que ninguno de los tres estamos haciendo la tarea sino esas empresitas. En muy pocos lugares aislados, 
donde hay muy pocos abonados, fuera de balnearios o de ciudades importantes, si hay suficiente personal 
presupuestado, en los ratos libres que tienen, después de que terminan las tareas que desarrollaban 
antiguamente, sacan esos reclamos, pero en la medida en que les da la carga horaria porque ellos trabajan 
solo hasta las 14 y 15, no hasta la 17 o 18, como lo hacíamos nosotros. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Creo que el señor Diputado Lacalle Pou lo preguntaba con 
anterioridad y ustedes dijeron que efectivamente se habían formalizado estos subarrendamientos o que 
estaban documentados de alguna manera. ¿Ustedes tienen idea de cómo es el mecanismo de inscripción 
o de registro de estos subarrendamientos? ¿Qué grado de formalidad tienen? ¿Qué noticia tiene 
ANTEL y a qué nivel o, en todo caso, dónde queda eso documentado en la propia empresa? Me parece 
importante saber eso también, si es que ustedes lo saben. ¿Esos subarrendamientos son simplemente 
acuerdos privados entre particulares o eventualmente eso tiene que ser refrendado por el Directorio de 
ANTEL? Por lo pronto, ¿saben si la empresa tiene noticia a determinado nivel jerárquico o 
administrativo? 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Eduardo).- Los documentos no los tenemos porque, como se imaginarán, 
después de los setenta días volvimos y a muy pocos compañeros dejan entrar a la central -a no ser un 
jefe que deje pasar a alguno al baño- porque no tenemos acceso a ningún lugar de ANTEL. 


Por la información que tenemos -porque ya se venían desarrollando esas empresitas en muchos lugares- la 
idea es privatizar, como ha pasado con los cables enterrados, que al día de hoy cada día tienen menos 
empalmadores. Empalmador es el que arregla el cable enterrado y ya no hay casi presupuestados; todo lo 
hacen empresas privadas, cuando el empalmador de la empresa privada es formado por la propia ANTEL. 
ANTEL no forma empalmadores presupuestados, pero sí para el de afuera y después lo subcontrata. 


La información que tenemos sobre todo este conflicto que se ha desarrollado con los propios presupuestados 
-porque no están cobrando la calidad de desempeño porque hay mucha reiteración de reclamos- es por los 
que fiscalizan, que son los que nos fiscalizaban a nosotros en cuánto se demoraba en la reparación del 
reclamo. En cuanto nosotros cerramos y liquidamos la falla y nos reportamos, ellos cobran calidad de 
desempeño. Son ellos mismos lo que nos informan de los conflictos que han tenido y han planteado al propio 
Directorio de ANTEL que no puede ser que ellos no cobren calidad de desempeño porque no están trabajando 
los guardahilos y se subcontrató a esa empresita que, a la vez, subcontrata y se están generando 
misteriosamente muchos reclamos. Evidentemente, los hay porque existe un doble interés de que haya 
muchos reclamos; entonces los presupuestados están perdiendo parte de su sueldo. 


No tenemos los documentos porque no es imposible acceder a ellos. 
SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Solamente quiero saber si saben cómo es el sistema. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Gustavo).- Nadie lo sabe. Misteriosamente, el hermano del mismo Gerente 
que hace fuerza para sacarnos a nosotros, después entra a trabajar en nuestro lugar. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Pedro).- El nombre del gerente es José Rinaldi y la empresa del hermano 
se llama Kreuher. Digo esto porque yo lo atendía; era yo el que reparaba el teléfono en la zona en que 
estaba él. 


Antes de estar en ANTEL habían ganado una licitación por la que se encargaban de ver los contadores de luz, 
o sea, trabajaban para UTE. Cuando ellos terminan el contrato que tenían de un año en UTE, sucede lo 
nuestro. Entonces, se ve que ellos entraron de palabra la primera vez, para dar esta solución mientras nosotros 
no estábamos. Después, cuando se vieron comprometidos por nuestras palabras, porque empezamos a decir 
que había una empresa, ¿qué hacen? Hay una licitación que tiene ANTEL de equis empresa. Entonces, 
basados en esa licitación de equis empresa que tiene ANTEL, ellos subcontratan a otra empresa. Así están 


trabajando. Kreuher se llama la empresa, por lo menos la base principal está en el Barrio Obelisco de Las 
Piedras y el hermano se llama José Rinaldi. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Gustavo).- Como es el Gerente de Planta Externa, de ahí salía el nombre y 
nosotros ya lo habíamos denunciado. 


Lo que nos dicen los compañeros presupuestados es que mes a mes les renuevan el contrato; o sea, todos los 
días 1* les confirman si siguen trabajando o no. Serán contratos mensuales; no tengo idea. Ni siquiera los 
presupuestados que los controlan a ellos tienen idea, porque cuando plantearon el problema al Directorio de 
que la cantidad de reclamos les estaba afectando el sueldo de ellos, no se sabía cómo era la contratación. La 
única empresa habilitada desde el año pasado era Campiglia. Entonces, se hizo un llamado, una licitación 
ante futuras eventualidades para el caso de desastre, como el temporal fabuloso de aquel agosto; se hizo una 
licitación específica para el caso en que pudieran reiterarse daños mayores o robos masivos, como los que se 
venían enfrentando. Acá no hay temporales, lo que ocurre es que ANTEL no nos deja entrar a trabajar, no es 
que no queramos hacerlo. Suponemos que Campiglia subcontratará a otros y, a su vez, todos subcontratan. 
Eso lo tendría que explicar ANTEL. Nosotros no sabemos bien cómo es. 


SEÑOR SUÁREZ.- Los señores guardahilos ya han expresado su punto de vista, pero yo quisiera 
hacer un agregado sobre dos aspectos que realmente me preocupan. 


Hace muchos años que estoy en este tema y, como ustedes saben, realmente hemos fatigado todas las 
escaleras que puedan imaginar sin obtener ningún tipo de resultado. El daño humano, a esta altura, es 
irreparable. Hay ciento cincuenta personas que hace cinco meses están sin trabajo y sin cobrar absolutamente 
nada. Tampoco los despiden y, por tanto, no podemos pedir el despido. No les pagan aguinaldo, ni 
absolutamente nada. Están a la orden desde el 16 de noviembre, según actas notariales. En esa fecha 
volvieron a su trabajo, se levantaron actas notariales y están a la orden de la empresa aunque no se les 
permite el ingreso. Nunca se les dio trabajo. Es un menosprecio absoluto, un atropello. 


Creo que hay que resaltar que se ha generado una especie de impunidad en el proceder de ANTEL en la 
medida en que no hay órgano administrativo que le ponga freno; normalmente, en nuestra actividad, los 
límites razonables se encuentran en el Ministerio. Sin embargo, ni el Ministerio ni nadie ha podido con 
ANTEL. Hay ciento cincuenta personas que no cobran y no se las despide, pero no se puede hacer nada. 
Entonces, uno se pregunta cuál es el objetivo. Si uno tiene un empleado y no quiere que trabaje más, tiene 
todo el derecho de despedirlo. Sería una actitud madura, seria y digna decirles que están despedidos. 


Hace pocos días escribí una carta al Presidente de la República porque realmente me preocupa el tema 
humano y he dado muestras de ello a lo largo de estos años en que he trabajado y acompañado a estas 
personas. 


Una actitud digna de una empresa cualquiera es decir a su empleado: "Usted está despedido". Es muy poco 
digno pedirle a una persona que se rebaje a llorar y a arrodillarse para pedir trabajo. ¿Por qué definitivamente 
no se despide a los guardahilos? 


Uno de los eventos negativos que uno puede tener en la vida es que lo despidan del trabajo, pero tampoco es 
algo dramático. Buscarán otro trabajo y de alguna manera redireccionarán su vida. Sin embargo, sufrir una 
especie de sujeción y una presión psicológica enorme porque no los echan ni los dejan de echar, no les pagan 
y permanecen a la orden, es algo inédito. Con honestidad, nunca vi algo parecido. Por ejemplo, el señor Julio 
Crispín Borges, despedido, ya tuvo el lanzamiento hace cinco días. Lo sé porque su señora ya me llamó 
varias veces y sé que está viviendo bajo un puente. Otras personas tienen problemas médicos importantes. No 
quiero dar nombres porque me parece una falta de respeto, pero una persona tiene un cáncer y no cuenta con 
cobertura de ninguna mutualista; cuando va a la asistencia pública no lo atienden porque en el recibo figura 
una cifra demasiado alta. 


Se está generando una situación que ha excedido los límites. Entiendo que en el cumplimiento de una tarea 
uno puede adoptar determinadas actitudes defendiendo a ANTEL, sus finanzas o la posición que se quiera, 
pero no entiendo que se llegue a estos límites. 


El plano humano es el que a mí me preocupa y creo haber dado sobradas muestras de haber acompañado a 
estas personas con independencia del retorno económico, que ha sido nulo hasta ahora. En estas tareas -a 
diferencia de los juicios- no cobro absolutamente nada y no tengo empacho en decirlo. 


Por otra parte, quiero informar sobre el estado de los juicios. Es un tema de público conocimiento que está en 
manos de la Justicia, a pesar de que los artículos 340 y 341, en clara violación de principios constitucionales 
vigentes, disponen el trasiego de todos los juicios de la materia laboral a la contencioso administrativa. Esto 
agrava la situación de esta gente. Se legisla para el caso concreto, se los hace perder una cantidad de tiempo 
en juicios que -hace años que estamos ejerciendo y confiamos plenamente en la decisión del Poder Judicial- 
tienen un final preanunciado: dos instancias consecutivas, una favorable a los trabajadores. Es un 
complemento más; como parece que no alcanzaba dejarlos sin trabajo, se trasiegan todos los juicios de la 
materia laboral a la contencioso administrativa. Y como los tribunales de lo contencioso administrativo están 
abarrotados, están dando audiencias para dentro de ocho o diez meses. 


Creo que la estrategia de tirar esto para adelante está dando resultados a corto plazo, pero es una visión 
bastante miope porque el problema aumenta exponencialmente. 


El Ente incurrió en gastos porque -es un dato de la realidad- se le ha pagado a un connotado colega, el doctor 
Ramírez, por contestar un escrito de casación, en lugar de destinar ese dinero -lo cual sería mucho más 
razonable- a atender la situación crítica en la que están los trabajadores. También se gastó muchísimo dinero, 
por los trascendidos de prensa, en contratar estudios e ignorar a Jurídica de ANTEL. En su momento salí en 
defensa de los abogados de ANTEL porque me dio mucha pena que se los criticara duramente en el ámbito 
público cuando, en realidad, se los había mandado a la guerra con un palillo. Si a usted lo mandan a la guerra 
con un palillo, como abogado, no me animo a decir que usted gana. La pierde, pero la culpa no es mía sino de 
quien me dio el palillo. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quisiera saber si SUTEL, la Presidenta y el Directorio de ANTEL están 
formalmente en conocimiento de esta denuncia o si han firmado la renovación -con no sé qué figura 
contractual- a esta empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se mencionó que habían concurrido al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y que habían tenido una reunión con el Subsecretario Baráibar. ¿La notificación fue telefónica o 
hay documentación de la negativa de participar por parte del Ministerio? La única empresa habilitada 
desde el año pasado era Campiglia. Entonces, se hizo un llamado, una licitación ante futuras 
eventualidades para el caso de desastre, como el temporal fabuloso de aquel agosto; se hizo una 
licitación específica para el caso en que pudieran reiterarse daños mayores o robos masivos, como los 
que se venían enfrentando. Acá no hay temporales, lo que ocurre es que ANTEL no nos deja entrar a 
trabajar, no es que no queramos hacerlo. Suponemos que Campiglia subcontratará a otros y, a su vez, 
todos subcontratan. Eso lo tendría que explicar ANTEL. Nosotros no sabemos bien cómo es. 


SEÑOR MONSUÁREZ.- Los señores guardahilos ya han expresado su punto de vista, pero yo quisiera 
hacer un agregado sobre dos aspectos que realmente me preocupan. 


Hace muchos años que estoy en este tema y, como ustedes saben, realmente hemos fatigado todas las 
escaleras que puedan imaginar sin obtener ningún tipo de resultado. El daño humano, a esta altura, es 
irreparable. Hay ciento cincuenta personas que hace cinco meses están sin trabajo y sin cobrar absolutamente 
nada. Tampoco los despiden y, por tanto, no podemos pedir el despido. No les pagan aguinaldo, ni 
absolutamente nada. Están a la orden desde el 16 de noviembre, según actas notariales. En esa fecha 
volvieron a su trabajo, se levantaron actas notariales y están a la orden de la empresa aunque no se les 
permite el ingreso. Nunca se les dio trabajo. Es un menosprecio absoluto, un atropello. 


Creo que hay que resaltar que se ha generado una especie de impunidad en el proceder de ANTEL en la 
medida en que no hay órgano administrativo que le ponga freno; normalmente, en nuestra actividad, los 
límites razonables se encuentran en el Ministerio. Sin embargo, ni el Ministerio ni nadie ha podido con 
ANTEL. Hay ciento cincuenta personas que no cobran y no se las despide, pero no se puede hacer nada. 
Entonces, uno se pregunta cuál es el objetivo. Si uno tiene un empleado y no quiere que trabaje más, tiene 
todo el derecho de despedirlo. Sería una actitud madura, seria y digna decirles que están despedidos. 


Hace pocos días escribí una carta al Presidente de la República porque realmente me preocupa el tema 
humano y he dado muestras de ello a lo largo de estos años en que he trabajado y acompañado a estas 
personas. 


Una actitud digna de una empresa cualquiera es decir a su empleado: "Usted está despedido". Es muy poco 
digno pedirle a una persona que se rebaje a llorar y a arrodillarse para pedir trabajo. ¿Por qué definitivamente 
no se despide a los guardahilos? 


Uno de los eventos negativos que uno puede tener en la vida es que lo despidan del trabajo, pero tampoco es 
algo dramático. Buscarán otro trabajo y de alguna manera redireccionarán su vida. Sin embargo, sufrir una 
especie de sujeción y una presión psicológica enorme porque no los echan ni los dejan de echar, no les pagan 
y permanecen a la orden, es algo inédito. Con honestidad, nunca vi algo parecido. Por ejemplo, el señor Julio 
Crispín Borges, despedido, ya tuvo el lanzamiento hace cinco días. Lo sé porque su señora ya me llamó 
varias veces y sé que está viviendo bajo un puente. Otras personas tienen problemas médicos importantes. No 
quiero dar nombres porque me parece una falta de respeto, pero una persona tiene un cáncer y no cuenta con 
cobertura de ninguna mutualista; cuando va a la asistencia pública no lo atienden porque en el recibo figura 
una cifra demasiado alta. 


Se está generando una situación que ha excedido los límites. Entiendo que en el cumplimiento de una tarea 
uno puede adoptar determinadas actitudes defendiendo a ANTEL, sus finanzas o la posición que se quiera, 
pero no entiendo que se llegue a estos límites. 


El plano humano es el que a mí me preocupa y creo haber dado sobradas muestras de haber acompañado a 
estas personas con independencia del retorno económico, que ha sido nulo hasta ahora. En estas tareas -a 
diferencia de los juicios- no cobro absolutamente nada y no tengo empacho en decirlo. 


Por otra parte, quiero informar sobre el estado de los juicios. Es un tema de público conocimiento que está en 
manos de la Justicia, a pesar de que los artículos 340 y 341, en clara violación de principios constitucionales 
vigentes, disponen el trasiego de todos los juicios de la materia laboral a la contencioso administrativa. Esto 
agrava la situación de esta gente. Se legisla para el caso concreto, se los hace perder una cantidad de tiempo 
en juicios que -hace años que estamos ejerciendo y confiamos plenamente en la decisión del Poder Judicial- 
tienen un final preanunciado: dos instancias consecutivas, una favorable a los trabajadores. Es un 
complemento más; como parece que no alcanzaba dejarlos sin trabajo, se trasiegan todos los juicios de la 
materia laboral a la contencioso administrativa. Y como los tribunales de lo contencioso administrativo están 
abarrotados, están dando audiencias para dentro de ocho o diez meses. 


Creo que la estrategia de tirar esto para adelante está dando resultados a corto plazo, pero es una visión 
bastante miope porque el problema aumenta exponencialmente. 


El Ente incurrió en gastos porque -es un dato de la realidad- se le ha pagado a un connotado colega, el doctor 
Ramírez, por contestar un escrito de casación, en lugar de destinar ese dinero -lo cual sería mucho más 
razonable- a atender la situación crítica en la que están los trabajadores. También se gastó muchísimo dinero, 
por los trascendidos de prensa, en contratar estudios e ignorar a Jurídica de ANTEL. En su momento salí en 
defensa de los abogados de ANTEL porque me dio mucha pena que se los criticara duramente en el ámbito 
público cuando, en realidad, se los había mandado a la guerra con un palillo. Si a usted lo mandan a la guerra 
con un palillo, como abogado, no me animo a decir que usted gana. La pierde, pero la culpa no es mía sino de 
quien me dio el palillo. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quisiera saber si SUTEL, la Presidenta y el Directorio de ANTEL están 
formalmente en conocimiento de esta denuncia o si han firmado la renovación -con no sé qué figura 
contractual- a esta empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se mencionó que habían concurrido al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y que habían tenido una reunión con el Subsecretario Baráibar. ¿La notificación fue telefónica o 
hay documentación de la negativa de participar por parte del Ministerio? 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- En cuanto a la pregunta de si SUTEL y el Directorio de ANTEL están 
informados de esta situación, contesto que sí. Como explicaba recién, hay un grupo de trabajadores 


presupuestados que fiscalizan todo lo que refiere a la tarea de los guardahilos, a reclamos -cuántos hay, 
cuánto se demora, cuándo se repara, etcétera- y chequean con el cliente que la reparación se haya 
hecho satisfactoriamente. Estos trabajadores cobran gran parte del sueldo en base a cómo se 
desempeña su labor: cuando nos fiscalizan a nosotros, si nuestro trabajo es eficiente el de ellos 
también; entonces, cobraban bien. A raíz del problema de que se generaron muchos reclamos, ellos 
hicieron el planteo en el Directorio y la denuncia en el propio SUTEL; es como todo: habrá algunos 
afiliados y otros no. Entonces, los dos están informados y hasta el día de hoy siguen trabajando en la 
empresa. Es más, antes de salir de Salinas hacia acá, antes del arco estaban los dos muchachos 
reparando un teléfono. 


En cuanto a la pregunta sobre el Ministerio, ni bien volvimos a trabajar nos ocurrió lo que relatábamos con 
los supervisores; levantamos un acta con escribano público en todas las centrales del país dejando constancia 
de que nuestro vehículo estaba ahí y nosotros estábamos en el lugar, para constatar que no habíamos hecho 
abandono de trabajo y que nos estábamos presentando. Algunos supervisores declararon a los escribanos y a 
algunos efectivos de la Policía que no nos dejaban entrar por orden de la propia ANTEL. Esto lo 
denunciamos en el Ministerio y solicitamos formalmente y por escrito una aclaración de la situación laboral, 
tal como lo habíamos hecho meses atrás, para que ANTEL diera explicaciones al respecto. Cuando meses 
atrás planteamos lo mismo, el Ministerio llamó a ANTEL, que envió a tres abogados y lo único que 
informaron fue que hasta el día de la fecha -allá por setiembre- no estábamos despedidos, porque el llamado 
empezaba a partir del 1? de enero. Cuando volvemos a trabajar en noviembre y solicitamos por escrito ante el 
Ministerio la aclaración de la situación laboral, concurrimos varias veces personalmente al Ministerio para 
ver en qué estaba el trámite, hasta que la última vez, con otros compañeros, hablamos con Baráibar, cuando 
ya había pasado más de un mes. Entonces, le planteamos que no podía ser que no nos dejaran entrar, como si 
fuéramos chorros. Preguntamos qué pensaban hacer: por qué no llamaban a ANTEL, porque nosotros no 
somos delincuentes como para que no nos dejen entrar a un edificio público y cuando entra un cliente, uno 
tiene que estar parado en la puerta, que es nuestro lugar de trabajo. Pero nos dijeron que, lamentablemente, el 
Ministerio no podía hacer más nada, que siempre estuvo en pro de una negociación, pero que ANTEL estaba 
muy dura y que no se podía hacer nada. Por lo tanto, no iba a llamar a ANTEL; hasta el día de la fecha, no la 
ha llamado y no nos ha convocado tampoco a nosotros. 


SEÑOR MONSUÁREZ.- Es necesario que realice una aclaración. No recuerdo exactamente qué día 
del mes de diciembre llegó un fax a mi estudio con la respuesta del Ministerio. El Ministerio contestó 
por escrito a la solicitud de aclaración de situación laboral. Voy a resumir un poco el contenido del fax, 
porque obviamente no me acuerdo de memoria; era bastante extenso. Y quiero mencionar la 
impunidad que se genera entre los órganos administrativos, porque el Ministerio decía que no tenía 
competencia -desconozco la Carta Orgánica del Ministerio- para hacer que ANTEL comparezca en 
caso de que no quiera presentarse. Con honestidad, desconozco si eso es así; pero sí sé que en 
oportunidades anteriores había concurrido. Y sigue con la opinión del señor Baráibar -con quien tengo 
una muy buena relación-, con la que yo discrepo, referente a que el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social no tenía herramientas o no podía citar a ANTEL a los efectos de que compareciera. Por el 
contrario, yo creo que debería haberlo hecho. Él manifestaba que en virtud de haber estado todos estos 
asuntos en el Poder Judicial, no era pertinente que se entendiera sobre ellos en la órbita 
administrativa. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Me permite? 


Estaba escuchando con mucha atención al doctor Monsuárez y, coincidentemente con la aclaración de los 
acontecimientos y con la constatación de la realidad, creo que lo que él expresa es estrictamente cierto. El 
habla de lo que le manifestó el Director Baráibar, pero esa opinión también la dio alguien que tiene una 
jerarquía mayor: el propio Ministro Bonomi, no en esta Comisión, sino en la de Legislación del Trabajo, 
después de la ocupación de la que fueron desalojados los guardahilos, si mal no recuerdo, en el mes de 
noviembre. En esa oportunidad, nosotros convocamos al Ministro y entablamos una discusión con él con 
relación al alcance del derecho gremial a la ocupación. Como se sabe, nosotros lo negamos siempre pero, en 
todo caso, lo que nos parece impertinente es reconocérselo a algunos trabajadores y a otros no, que es lo que 
se estaba haciendo en este caso. El Gobierno ha pregonado que la ocupación de los lugares de trabajo es 
legítima, pero sin embargo no le reconoció ese derecho a este puñado de trabajadores. Y específicamente con 
relación al fondo del asunto, el Ministro Bonomi se expresó en los mismos términos que el doctor Monsuárez 


está consignando que lo hizo anteriormente el Director Baráibar: que el Ministerio no tenía facultades para 
convocar imperativamente a ANTEL a una negociación y que todos los caminos ya estaban cerrados, porque 
la última propuesta de los guardahilos había sido rechazada, inclusive públicamente, por el Directorio de 
ANTEL. Y frente a una repregunta nuestra relativa a que, más allá de eso, estaba claro que había -y sigue 
habiendo en este momento- una situación de conflicto y además una eventual vulneración de derechos 
laborales, por ese vacío o esa omisión del Directorio de ANTEL en reconocerle a los trabajadores el derecho 
a trabajar en su lugar de trabajo -reconocido por la Justicia-, el Ministro expresó que no podía hacer nada al 
respecto, porque el Directorio de ANTEL tenía la competencia suficiente como para actuar en ese sentido. 
Entonces, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -más allá de que, reitero, hubiera una situación en la 
que se vulneraron derechos laborales- no tenía forma, poder jurídico ni facultad suficiente, ni siquiera para 
convocar al Directorio, ya no para decirle lo que tenía que hacer -lo cual sí podría ser sostenido-, sino para 
convocarlo a una mesa de diálogo. Por supuesto que esto nos llamó muchísimo la atención y motivó que, una 
vez más, tuviéramos una diferencia con el Ministro Bonomi en materia laboral, como las que hemos 
mantenido desde que se inició esta Administración. 


Me parecía bueno aportar esto que ocurrió en el mes de noviembre, en función de que se sustanció en otra 
Comisión de la Cámara, la de Legislación del Trabajo, no hace tanto tiempo y, después de todo, en el mismo 
momento histórico, porque estamos hablando del mismo conflicto: evidentemente, la situación se mantiene 
incambiada. 


SEÑOR MONSUÁREZ.- Decía que discrepo con el Director Baráibar en lo que refiere a la aclaración 
de situación laboral que pedimos. La que se solicitó en octubre, se planteó en sede del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, en pleno conflicto de los guardahilos, y ante la pregunta de si estaban 
despedidos o no, ANTEL manifestó que no, que seguían trabajando. Se nos dijo: "Si algún día los 
despedimos, nosotros les vamos a comunicar cuándo". Pero con posterioridad a que los guardahilos 
retornan al trabajo y no se los deja entrar, se pide una nueva aclaración de situación laboral, como 
hacemos normalmente, porque esa es la manera de que los trabajadores y los profesionales que los 
asesoramos, podamos tener clara noción de dónde estamos parados. Si ANTEL los despide, solicitamos 
el despido; si no los despide, no sé qué vamos a hacer. Pero el Director Baráibar responde que como 
esos asuntos estaban ante el Poder Judicial, tampoco era competencia de la parte administrativa del 
Ministerio intervenir en el asunto. En realidad hay un error conceptual: los despidos no están en la 
órbita del Poder Judicial. De hecho hay tres o cuatro despidos. Los 150 trabajadores se encuentran en 
una nebulosa: no saben si están despedidos o no. Están sufriendo una presión psicológica enorme, 
derivada de la situación de incertidumbre absoluta en que están y de la necesidad personal y familiar 
que están pasando a raíz de que no cobran y no pueden trabajar. 


SEÑOR CLAVIJO.- Quisiera saber dónde han planteado esta situación que se ha producido desde 
diciembre, es decir desde que levantaron el conflicto. ¿Se han entrevistado con la Comisión de 
Legislación del Trabajo? 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Gustavo).- Desde que nos presentamos a trabajar denunciamos la 
situación ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y luego solicitamos audiencia con esta 
Comisión y con la de Legislación del Trabajo. Con esta última habíamos solicitado reunirnos mientras 
estábamos en el campamento pero no se había efectuado la última reunión a la que el propio Directorio 
de ANTEL demoró mucho en asistir e inclusive se negaba a hacerlo. Por lo tanto, estamos a la espera 
de que esa Comisión nos convoque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece la presencia y este Presidente se compromete a 
entablar un diálogo directo con ANTEL, organismo con el que hemos tenido una comunicación fluida. 


SEÑOR LACALLE POU.- Disculpe que lo interrumpa, señor Presidente. Iba a hacer un planteo 
similar al suyo una vez que se retiraran los invitados. Lo que propongo a esta Comisión -sin ser parte 
de ella- es que envíe esta versión taquigráfica al Directorio de ANTEL y sea convocado en forma 
urgente. Planteo esto porque, entre otros elementos, habrá cambios en ANTEL y me interesa que su 
actual señora Presidenta esté informada por el Parlamento -aunque nos dicen que lo está-, pueda leer 
la versión taquigráfica antes de concurrir y sea consultada al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que, por lo general, cada vez que se solicita la comparecencia de un 
organismo a esta Comisión, es de estilo enviarle las versiones taquigráficas sobre el tema. 


Personalmente también me gustaría que la Presidenta de ANTEL concurriera aquí antes de pasar al 
Ministerio de Educación y Cultura y les notificamos que el trámite que se seguirá es solicitar al Ente que 
comparezca ante esta Comisión. 


Muchas gracias por venir y estaremos en contacto. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


